Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 15 minutos.) 


Si bien esta segunda sesión de la Comisión tiene como objetivo principal recibir al Directorio 
del INAU -lo que haremos inmediatamente-, quería proponer que luego de culminada la exposición de 
nuestros invitados y de una eventual participación de los señores Legisladores, nos tomemos unos 
minutos para resolver la agenda de las siguientes reuniones; si no calculé mal, nos restan cuatro o 
cinco sesiones. 


SEÑOR LACALLE POU.- En primer lugar, quiero pedir disculpas por mi ausencia en la reunión anterior 
de esta Comisión, pero hubo un error de comunicación en la citación. 


El Partido Nacional -de ello se habló en la Asamblea General y también lo hicimos con los 
Legisladores Moreira y Gandini- tiene amplitud de criterio, pero tiene el ánimo de querer terminar con 
una recomendación de proyecto de ley al Cuerpo que lo vaya a tratar. 


Es correcto recibir al INAU, pero no creo que esta sea una Comisión de diagnóstico, de 
informe o de estudio, sino que es un ámbito de redacción, donde se intentará llegar a acuerdos. Creo 
que este es el cometido. ¿Por qué digo esto? Porque actuaremos en consecuencia, privada y 
públicamente, finalizada la reunión de esta Comisión, a raíz de los resultados a que lleguemos. 


Me parece que es leal avisar al Cuerpo y a la Comisión Especial cómo vamos a proceder. 


SEÑOR ORRICO.- He discutido unas cuantas veces con el Legislador Lacalle Pou sobre este punto y 
quiero hacer partícipe al resto de los integrantes de la Comisión. No creo que sea cierto que este tema 
esté bien diagnosticado; es más, estoy seguro de que no está bien diagnosticado. Creo que el gran 
problema que tenemos en este asunto, que nos llega a todos, es que no hay diagnósticos científicos 
adecuados porque, lamentablemente, el sistema político trabaja de otra manera, que no critico; 
simplemente es la realidad. 


La forma que tenemos de aconsejar -si es que cabe el término- o de hacer un informe 
adecuado, es partiendo de las realidades que hoy tenemos, para lo cual es imprescindible convocar al 
Ministerio del Interior, al INAU y a alguna otra delegación; me parece que trabajando a los golpes y 
más o menos, esto no funciona. Por ese motivo voy a defender que las cosas se hagan correctamente, 
lo que implica recibir los asesoramientos e informes correspondientes, en primer lugar, de la 
institucionalidad que está detrás de esto -es decir, la Suprema Corte de Justicia, el INAU y el Ministerio 
del Interior-, de los académicos que estudian el tema y de las organizaciones internacionales que 
también tienen algo que decir porque luego debemos defender fuera del país decisiones que aquí se 
toman, y que terminan no siendo correctas si no tenemos la infraestructura o los insumos adecuados. 
Esto es lo que nosotros pensamos. 


SEÑOR LACALLE POU. - Quiero señalar que esta Comisión tiene un plazo de 30 días. Creo que 
aceptamos ese plazo porque estimamos que cada uno de nosotros tenía un bagaje de estudio respecto 
de este tema. Me parece que esta es una Comisión de entrar al área chica, es decir, de definir. La 
moción de creación de la Comisión que fue aprobada dice: “para formular recomendaciones a los 
efectos de que sean impulsadas las iniciativas legislativas que se entienda pertinente”. Quiere decir 
que el cometido es impulsar iniciativas legislativas. Es en ese sentido, el Partido Nacional, luego de 
hablar de estos temas, va a presentar un documento base de un proyecto de ley presentado el 22 de 
setiembre de 2010, que estudia varios de estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, quiero leer la moción para que quede claro lo que señala, 
al tiempo que aclaro que esta Presidencia va a tratar de hacer cumplir esta resolución de la Asamblea 
General y huelgan comentarios al respecto. La moción dice así: “Constituir una Comisión Especial de 
quince (15) miembros para el análisis de la legislación relativa a los temas de seguridad pública y en 


especial la de los adolescentes en conflicto con la ley penal. La Comisión Especial contará con un 
plazo de treinta (30) días para formular recomendaciones a los efectos de que sean impulsadas las 
iniciativas legislativas que se entienda pertinente”. 


SEÑOR MOREIRA.- Sin ánimo de entrar en debate, porque debemos recibir al INAU, quiero decir que 
en la primera sesión acordamos -por lo menos yo lo entendí así- una agenda y cronograma de trabajo 
por el cual resolvimos recibir al INAU, a la Suprema Corte de Justicia y al Ministro del Interior, que me 
parece son las opiniones que nos interesa escuchar. Además, creo que todos coincidimos en que cada 
partido político, a través de las representaciones acreditadas aquí, presente un proyecto o un esquema 
de trabajo con propuestas, básicamente sobre la minoridad y no sobre la seguridad pública, que 
debatimos y diagnosticamos durante muchos años y que fue objeto de estudio de una comisión 
multipartidaria donde trabajó muy bien todo el sistema político. 


Entonces, si seguimos en la dirección que nos trazamos días atrás, recibiríamos a esas 
delegaciones y después estudiaremos las propuestas que cada colectivo realice. Nos podremos poner 
de acuerdo o no sobre ellas, pero si no concretamos el debate en esos términos esta Comisión no va a 
tener ningún resultado. Me parece que el espíritu de la Asamblea General es que en 30 días tengamos 
un producto concreto o, de lo contrario, que se dejen sentadas las discrepancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer la siguiente aclaración. En la sesión anterior de la Comisión 
resolvimos citar al INAU y entre todos manejamos la posibilidad de convocar a otras delegaciones, 
pero no hubo resolución a ese respecto. Por eso fue que propuse -de hecho, estamos actuando de 
acuerdo a lo que se propuso como segundo punto de la agenda- que al finalizar la exposición del INAU 
concretemos cuál va a ser la agenda precisa, teniendo en cuenta que debemos generar un producto en 
términos de sugerencias sobre el tema legal. 


Si estamos todos de acuerdo, hacemos ingresar al Directorio del INAU. 


(Ingresan a Sala el señor Presidente del INAU y los integrantes del Directorio.) 


Damos la bienvenida al señor Salsamendi, Presidente del INAU, y a los señores Rodríguez y 
Ferrando, Directores del Instituto. Al mismo tiempo agradecemos su presencia y disposición ya que 
fueron convocados con mucha presteza debido a que esta Comisión tiene un plazo exiguo de 
funcionamiento y va a tener un régimen de dos reuniones semanales hasta el 29 de diciembre. La 
creación de esta Comisión especial fue votada por la Asamblea General para el análisis de la 
legislación relativa a los temas de seguridad pública y en especial la de los adolescentes en conflicto 
con la ley. Tiene como objeto elaborar un informe y formular las recomendaciones a los efectos de que 
sean impulsadas las iniciativas legislativas que se entienda pertinente en materia de seguridad, pero 
particularmente enfocado al tema de menores de edad en conflicto con la ley penal. 


Esta Comisión entendió que, a partir de los acuerdos multipartidarios y de los consensos que 
se construyeron entre todos los partidos con representación parlamentaria, el tema de la creación de 
un Instituto Nacional de Rehabilitación Juvenil -así se llama en el acuerdo- tenía que ser el primer 
punto de la agenda. En ese sentido, nos interesa saber cómo está trabajando el INAU, cuáles son los 
planteos, las propuestas y, sobre todo los plazos que prevé para la implementación de este acuerdo del 
sistema político. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Antes que nada queremos agradecer la invitación. 


A continuación vamos a proporcionarles un material que contiene, básicamente, el planteo 
que vamos a realizar. 


En cuanto a lo que mencionaba el señor Presidente, debo decir que el Directorio del INAU 
asumió el 30 de junio, momento en que se encontraba en proceso -aunque ya estaba definido- el 
documento de consenso, que fue suscrito efectivamente el 10 de agosto de este año. Como lo señores 
Legisladores sabrán, ese documento contenía dos posibilidades sobre este punto: la creación de un 
instituto de rehabilitación con dos gerencias o direcciones, una para el sistema carcelario de adultos y 
otra para lo vinculado a adolescentes que hubieran cometido alguna de las infracciones previstas en 
los artículos 68 y siguientes del Código de la Niñez y la Adolescencia. Además, en la versión original -si 
mal no recuerdo-, expresamente solo estaba contenido lo vinculado a la privación de libertad y no los 
otros aspectos que fueron recogidos con posterioridad en el documento. La otra posibilidad que se 
planteaba era la creación de un Servicio Descentralizado. 


En definitiva, vimos que en el documento se planteaban algunos aspectos orgánicos, pero 
obviamente no contenía ningún elemento que permitiera discernir nada más; por ejemplo, en el caso 
del Ministerio del Interior, se describe muy minuciosamente todo lo que ocurría con el escalafón. En 
este caso, no se planteaba más que el hecho de poder avanzar hacia una nueva institucionalidad. En 
función de ello, analizamos otros proyectos que en su momento habían tomado estado parlamentario y 
planteaban la misma motivación. Hemos analizado una serie de problemas que habría en lo referente a 
la instrumentación -por lo menos en lo inmediato- de una nueva institucionalidad que, para decirlo en 
términos simples, pretendiera hacer “borrón y cuenta nueva” para arrancar desde cero en este tema. 


Además, para el Directorio y toda la Institución, el hecho de poder resolver rápidamente este 
tema no es solo una cuestión de carácter político técnico, sino que hace a la gestión cotidiana; no hay 
forma de planificar nada importante en el sistema hasta no dilucidar cuál será el futuro que el mismo 
tendrá. Por estas razones, cuando concurrimos a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda 
de la Cámara de Senadores a fin de presentar nuestro proyecto para el Inciso 27 dentro del 
Presupuesto Nacional, y ante un requerimiento expreso de los señores Legisladores, llevamos una 
propuesta que consiste en lo que voy a detallar a continuación. La misma estaba fundamentada, como 
decía, en algunos de estos aspectos: ¿qué ocurre u ocurriría con todo el personal que hoy está 
trabajando en el Instituto y pertenece al INAU globalmente considerado? Si bien es cierto que la 
mayoría de ellos ha ingresado por concursos para los que se los citó específicamente, a fin de trabajar 
en lo que hoy se denomina SEMEJI, eventualmente este personal puede cumplir tareas en cualquier 
otro lugar del propio INAU. Por ende, si hubiera una nueva institucionalidad, habría que resolver qué se 
hace con ese personal; por ejemplo, ¿se lo traslada en forma voluntaria? Si es un traslado voluntario, 
¿cómo sabríamos, en definitiva, el número de personas que eventualmente lo aceptariían? A su vez, si 
el llamado se hiciera de forma compulsiva, ¿cuál sería el mecanismo para hacerlo y cómo se prevería 
el proceso de transición? Se debe tener en cuenta que los trabajadores llegan a sufrir niveles 
importantes de desgaste, cansancio, estrés o problemas asociados, lo que es usual en este tipo de 
actividad en todo el mundo, en cualquier rango en que se desarrolle; actualmente existe la posibilidad 
de generar una cierta rotación, pero al construir una nueva institucionalidad totalmente separada del 
INAU, esa opción desaparecería. Si se decidiera renovar completamente la plantilla de funcionarios - 
cabe acotar que el 85% ingresaron en el sistema, fundamentalmente, a fines de 2008, en el 2009 y en 
el 2010, lo que significa que ha habido un nivel de rotación de personal extremadamente alto en estos 
últimos años-, sería necesario analizar el tiempo que demandaría hacer los llamados públicos y lograr 
la capacitación, así como qué ocurriría durante el período de transición con quienes de antemano 
sabrían que no van a continuar trabajando, sobre todo tratándose de un lugar en el que los elementos 
de inestabilidad generan problemas realmente serios. 


Tal como prevé el Código de la Niñez y la Adolescencia, hoy existen los Centros de Ingreso 
Transitorio en todos los departamentos del país, lo que implica que necesariamente debamos hacernos 
cargo de ellos. Actualmente, ese sistema es llevado adelante por el INAU con funcionarios que, en 
algunos casos, también realizan otras tareas. Es obvio que el hecho de renovar por completo el 
personal implicaría que estos servicios instalados en todo el país obligatoriamente fueran cubiertos 
con gente que debería pasar por los mismos procesos que habíamos señalado antes. Lo mismo ocurre 
con la aplicación de las medidas alternativas a la privación de libertad en los 19 departamentos del 
país -se ha comprobado que el índice de reincidencia es de un 2%-, aunque en este caso cabe señalar 
que son las que mejor funcionan de todo el sistema y se desarrollan en inmuebles compartidos con los 
demás programas del INAU. En ese caso, habría que determinar no solo el ingreso de personal sino 
también la generación de espacios físicos alternativos en los 19 departamentos, ya sea en los 
lugares en que se llevan adelante este tipo de programas o en los que eventualmente se pretendan 
implementar. Por supuesto, si se creara un Instituto Nacional de Rehabilitación con dos Gerencias o 


dos Direcciones para adultos y para adolescentes, este problema no existiría, pero en el caso de que 
se quisiera instituir un nuevo servicio descentralizado habría que tener en cuenta que además de la 
contratación de nuevo personal, sería necesario instrumentar los correspondientes departamentos, 
divisiones o unidades ejecutoras que se ocuparían del área contable, de los sueldos, el planeamiento, 
los aspectos jurídicos, los recursos humanos, etcétera, todo lo cual demandaría un tiempo y un costo 
efectivamente considerables. En este momento resulta difícil separar este presupuesto del que 
involucra al resto del INAUÚ. Si se aprobara el Presupuesto que se remitió desde el Senado a la Cámara 
de Representantes, estaríamos obligados a separar la contabilidad en función de las cuatro áreas 
programáticas establecidas, particularmente la de seguridad. De ser así, tendremos una idea más 
acabada de cuánto se destinará efectivamente al sistema porque, por ejemplo, hoy por hoy los gastos 
de comida se cubren con recursos de la bolsa general del Presupuesto del INAU -por decirlo de alguna 
manera-, así como también los gastos de locomoción y todos los vinculados a los temas que recién 
mencioné, entre ellos, los sueldos; en síntesis, sabremos con certeza con cuánto disponemos para la 
parte contable, la jurídica y la de recursos humanos. Repito que todo eso está integrado dentro de la 
bolsa global de lo que maneja el INAU. 


Finalmente, para redondear esta exposición, en nuestra opinión, por lo menos habría que 
preguntarse si es adecuado instrumentar un Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
separado definitiva y absolutamente del órgano rector establecido por el Código de la Niñez y la 
Adolescencia; por lo menos, así no figura en la definición legal que hasta el momento tiene este 
Código. 


Quisiera referirme también a la evaluación que se generaría sobre este tema desde la 
perspectiva de los organismos nacionales e internacionales que se dedican a los derechos en la 
infancia y la adolescencia. Hace pocos meses que estamos al frente del Directorio del INAU y nos 
llevó un tiempo considerable la elaboración de un análisis más a fondo. En el documento están 
expuestas de manera sucinta las acciones que hemos llevado adelante en particular sobre esta tema 
durante este lapso; por tanto, ahorraré los en detalles. Simplemente, quiero agregar que en la 
propuesta que estamos presentando incluimos la creación de una Comisión Delegada para la Gestión 
del Sistema de Ejecución de Medidas a Jóvenes en Infracción, y entre cinco programas, el de 
Ejecución de Medidas Socioeducativas Privativas de Libertad. En ese caso, creemos debe quedar 
claro que el término indica que se trata de un mecanismo para ejecutar un sistema de medidas que 
apunten a la responsabilidad penal de los adolescentes. Esto es, efectivamente, lo que exige el Código 
de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay, o sea, que no exista responsabilidad penal desde el punto 
de vista de lo que establece el Código Penal en su artículo 34. La intención es trabajar para lograr que 
las y los adolescentes se responsabilicen por los delitos que cometen, entendiendo el daño causado y 
que, en definitiva, se comporten luego de acuerdo a las consecuencias. Este es el trabajo fundamental 
que tiene que realizar el Sistema Responsabilidad Penal para Adolescentes. ¿Por qué debe ser penal? 
Simplemente porque está vinculado a la infracción de normas de naturaleza intrínsecamente penal. 


El artículo 7% de la Ley N* 15.977, que es la que sigue rigiendo su aspecto orgánico, señala: 
“Para el cumplimiento de los cometidos del Instituto, el Directorio tendrá las siguientes facultades: 


A) Determinar la organización interna del Instituto; 


B) Ejercer la dirección y administración del servicio, dictando para ello las reglamentaciones y 
resoluciones pertinentes;”. 


Y en lo que a este aspecto importa, el literal P) dice: “Delegar, por resolución fundada, las 
facultades mencionadas en los literales B), J) y O), en otros órganos del Instituto”. 


Es decir que el Directorio puede determinar la organización interna del Instituto, esto es, 
puede crear en su interior estructuras orgánicas y suprimir otras, puede delegar la dirección y 
administración del servicio, y tiene la potestad disciplinaria sobre todo el personal del Instituto y, por lo 
tanto, obviamente, sobre una parte de él. 


Por otro lado, tenemos avanzadas las conversaciones con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, en función de que, en tanto la legislación no resuelva algo distinto, es nuestra 
responsabilidad mantener los acuerdos que correspondan mientras estemos al frente de esta gestión. 
En concreto, hemos venido hablando a los efectos de lograr un acuerdo que nos lleve a una situación 
similar a la que está prevista en el artículo 680 del actual proyecto de ley de Presupuesto. Aclaro que 
esta es la numeración aprobada en la Cámara de Representantes, pero supongo que habrá cambiado; 
se trata del primer artículo del Inciso 27. En esa disposición se determina un monto a los efectos de la 
ampliación de la cobertura de atención a la primera infancia. A su vez, se establece que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, ajustándose a los planes y programas que le presente el Instituto, 
generará los mecanismos de licitación, etcétera, destinados la adquisición, construcción y reparación 
de los inmuebles necesarios para el desarrollo del Programa de Primera Infancia. Nos parece que en 
este caso es necesario o por lo menos deseable generar un mecanismo similar para la construcción de 
obras nuevas en esta materia. En este sentido, estamos proponiendo delegar esta potestad en una 
Comisión, para lo cual se han presentado dos propuestas. En una de ellas se plantea crear una 
Comisión Interinstitucional con representantes de los Ministerios de Desarrollo Social, Salud Pública, 
Educación y Cultura e Interior, de ANEP y de ASSE. En la segunda propuesta se plantea la delegación 
de estas funciones y atribuciones en una Comisión Delegada para la Gestión del Sistema de Ejecución 
de Medidas a Jóvenes en Infracción, en principio integrada por tres miembros -obviamente, esto se 
puede modificar, en su caso- que sería la que ejercería la efectiva dirección del nuevo Sistema. El 
planteo apunta a que exista una gerencia ejecutiva, que tenga sus propios asesores, y cinco 
programas. Entre ellos, podemos mencionar el Programa de Ingreso, Diagnóstico y Derivación; el 
Ejecución de las Medidas Socioeducativas Privativas de Libertad; el de gestión de las Medidas 
Alternativas a la Privación de Libertad, y el de Medidas Curativas, que el Uruguay nunca había tenido y 
ahora se está desarrollando con el Ministerio de Salud Pública, a través de ASSE. Este Programa es 
absolutamente imprescindible en aquellos casos en los que, además de la infracción, exista una 
vinculación importante con la adicción o el consumo de estupefacientes o con problemas derivados de 
enfermedades de carácter psicológico o psiquiátrico. Para encarar esta problemática, que hoy es de 
difícil solución dentro del sistema tal como lo conocemos, es preciso que se cree el Programa de 
Ejecución de Medidas Curativas, las que, además, están expresamente previstas en el Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


Finalmente, consideraríamos la posibilidad de instrumentar el Programa de Inserción Social y 
Comunitaria y Semilibertad. Cabe señalar que nosotros ya estábamos implementando una propuesta 
de este tipo de planteo -independientemente de la actual- con los organismos 
mencionados. Estamos trabajando con el Ministerio del Interior en todo lo vinculado a la seguridad 
externa de los centros, lo que implica un análisis profundo respecto a absolutamente todas las áreas 
perimetrales, así como también de la ubicación, construcción, material utilizado, etcétera, de todos los 
centros existentes; en este sentido, precisamente, estamos conversando y coordinando tareas 
concretas relacionadas con la seguridad externa de todos los centros y programas. 


Actualmente estamos analizando, concretamente, la problemática de los traslados para 
coordinarlos de mejor forma y coincidimos con el señor Ministro del Interior en la necesidad imperiosa 
de apuntar hacia la creación de una guardia especializada destinada exclusivamente a este sector; 
esta es una vieja aspiración de todos los Directorios del INAU que, a pesar de que nunca se pudo 
cumplir, en definitiva resulta imprescindible. 


Con el Ministerio de Educación y Cultura -al igual que con otros actores que no se mencionan 
aquí como, por ejemplo, el INIA, la Facultad de Agronomía o el Instituto Nacional de Colonización- 
estamos desarrollando una serie de proyectos productivos que, en realidad, abarcan a todo el Instituto 
pero, en particular, se vincularán con este tipo de gurises; estamos hablando de algunas iniciativas 
rudimentarias que se vienen desarrollando con la intención de darles un alcance, nivel, envergadura y 
profesionalismo que hoy no tienen. 


Con respecto al Ministerio de Desarrollo Social, puedo decir que estamos trabajando en la 
generación de un proyecto de egreso que tampoco existe como tal, el que, como es obvio, resulta 
también imprescindible. Todo esto está enmarcado en un proyecto que estamos desarrollando 
conjuntamente con la Unión Europea -que se incluye en el documento-, que tendría principio de 
ejecución en el año 2011y que apunta a la reforma integral de la gestión del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes. 


Como decía, estamos trabajando con los organismos mencionados, en particular, con el 
Ministerio del Interior y con el MIDES, previendo la construcción de nuevas obras. En el día de ayer 
estuvimos analizando varios de los proyectos que existen en el mundo desde, por ejemplo, la 
perspectiva de las unidades socioeducativas colombianas y brasileñas hasta el sistema existente en 
Sudáfrica. Básicamente, están quienes plantean fortalecer duramente la seguridad externa para -por 
decirlo de algún modo- poder “aflojar un poco” adentro, mientras que otros sugieren que la seguridad 
interior y el trabajo socioeducativo deben ser muy fuertes y, por lo tanto, que la seguridad externa 
debería ser un poco más lábil. Obviamente, también están los que plantean la conjunción de todos 
esos aspectos. En general, la tipología hacia la que se apunta es la de campus a los efectos, además, 
de tener un manejo interno adecuado del espacio. En fin, estos aspectos se combinarían con un 
trabajo socioeducativo mayor al que existe en la actualidad. 


Tenemos claro que, más allá de la cantidad importante de las modificaciones que hemos 
intentado concretar, el sistema no puede continuar en los términos con que se ha manejado hasta el 
presente. 


En cuanto a la necesidad de generar cambios drásticos en esta materia, quiero señalar que 
no solo compartimos la dirección que se va a tomar -también los términos que plantea el 
documento de consenso- sino que, además, la creemos absolutamente imperiosa. 


Esta propuesta que estamos realizando -podríamos desarrollar más ampliamente los planes- 
es realizable de forma inmediata, pues entendemos que otro planteo no tendría posibilidades de 
formalizarse en términos rápidos. Quiere decir que el Directorio del INAU puede asumir estos cambios 
sin hacer ninguna modificación legislativa o cambios inmediatos en materia de transformación 
institucional que retrasen la perspectiva de poder llevar adelante este proyecto en la forma más rápida 
posible, pero creemos que es imprescindible generar el mayor consenso político posible, a los efectos 
de conocer si esta es la propuesta que queremos o es otra. Entonces, queremos generar el mayor 
consenso político-técnico posible para la designación de los integrantes de esa Comisión Delegada así 
como también los ámbitos adecuados para ello. Es decir que se trata de quiénes serían las personas 
más adecuadas para encargarse de este tema que, en los hechos, serán los que conducirán, 
administrarán y gestionarán el sistema, dedicándole -tal como lo hacemos en otros asuntos- todo el 
tiempo y la especialización necesarios. 


Tenemos como horizonte culminar con todo el proceso de transformación institucional no más 
allá de los primeros días de febrero o, en su defecto y como último plazo, el 1% de marzo para que, a 
partir de ese momento, el sistema comience a funcionar efectivamente. 


A su vez, queremos culminar los proyectos vinculados a la generación de nuevos inmuebles y 
de una nueva gestión en esta materia, tanto en lo que tiene que ver con la privación de libertad como 
con los demás programas que habíamos mencionado. Pretendemos que en el mes de marzo o, en su 
defecto, como plazo máximo a mediados de abril, hayamos culminado esta iniciativa. Tenemos la 
aspiración -ya la hicimos saber al Poder Ejecutivo y, ahora, acá, en este ámbito- de analizar una ley 
especial a los efectos de dotar de los recursos necesarios a este sistema para su viabilidad y 
funcionamiento. No solo me refiero a los temas vinculados con la eventual construcción de inmuebles 
sino, además, a todo lo que tiene que ver con el transporte, etcétera, para lo cual hay que mejorar el 
parque existente y la tecnología que hoy utilizamos. 


Por último, quiero decir que para poder llevar todo esto adelante consideramos imprescindible 
modificar aspectos locativos y, obviamente, continuar con la reforma de la gestión que se viene 
llevando adelante en este tema en el INAU. 


Esta fue la propuesta que elaboramos y pedimos disculpas por no haberla enviado con 
anterioridad a la Comisión. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, quiero expresar mi satisfacción de recibir al Directorio del INAU y 
especialmente -sin que se lo tome como un favoritismo- al doctor Salsamendi, con quien compartimos 


en la Legislatura pasada cinco años de trabajo en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración. 


Me gustaría hacer una pregunta por la que se me podría tildar de burro, porque hay algo que 
no comprendí bien. Aquí, el título es: “Comisión Delegada de ejecución de medidas socioeducativas de 
responsabilidad penal adolescente”. Si bien el nombre se puede cambiar y no importa demasiado, aquí 
se habla de “medidas socioeducativas” y me gustaría saber si los adolescentes con infracciones graves 
a la ley penal, es decir, privados de libertad, entrarían en este esquema. 


En segundo lugar, creo que ya se dijo algo respecto al tema de los fondos necesarios, pero 
quiero saber lo siguiente respecto a la infraestructura. De lo que se trata es, fundamentalmente, de 
infraestructura edilicia pero también del personal, que debe estar especializado y, si no es así, debe 
necesitar capacitación, porque no es cuestión de dar una llave a un señor para que custodie. La 
pregunta que quiero hacer es si se tiene idea de cuánto estamos hablando cuando se hace referencia 
a fondos necesarios, porque su habilitación requerirá de una ley especial. En caso de que no se tenga 
todavía idea sobre este punto -lo que sería razonable-, me gustaría saber cuándo se estima que se 
puede tener un plan -con miras a la concreción- sobre esta especie de instituto nacional de 
rehabilitación. Creo que estaríamos hablando de un organismo desconcentrado -en realidad, sería un 
organismo delegado del propio INAU-, que tendría la virtud de no requerir la aprobación de ninguna ley 
sino que simplemente se trataría de una decisión política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este punto planteado por el señor Legislador Orrico corresponde decir 
que en la Ley de Presupuesto aprobada por el Senado -y que ahora vuelve a la Cámara de 
Representantes- se votó el artículo 328, correspondiente al Ministerio de Economía y Finanzas que 
dice así: “Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a habilitar para el Ejercicio 2011 las partidas 
necesarias para la instalación y funcionamiento del Instituto de Rehabilitación del Adolescente 
Infractor,” -se trata de una nueva denominación- “una vez sancionada su ley de creación”. Se 
estableció de esta manera ante la eventualidad de que hubiera una ley que crear este Instituto. En todo 
caso, el Senado previó la posibilidad de adelantar una dotación presupuestal y facultar al Ministerio de 
Economía y Finanzas al respecto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el análisis del funcionamiento de este sistema debemos tener en cuenta 
la previsión, fundamentalmente, de lo que tiene que ver con la privación de libertad pero también de 
cómo va a evolucionar el sistema en cuanto a la cantidad de adolescentes que va a tener. Estamos 
culminando un estudio -que toma desde el año 2004 hasta el presente- sobre cuál ha sido, 
proporcionalmente, la evolución del flujo de resoluciones judiciales que determinaron la aplicación de 
medidas socioeducativas. Hago referencia a la expresión “socioeducativas” porque el Código de la 
Niñez y la Adolescencia así las define. 


En cuanto a la consulta, quiero decir, en primer lugar, que abarcaría a todos los adolescentes 
sobre los que eventualmente la Justicia competente, en ejercicio de sus atribuciones, haya resuelto el 
inicio de un proceso infraccional por los artículos 68 y siguientes del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Por otra parte, estamos culminando una labor de evaluación comparativa de los delitos 
cometidos por cada 1.000 adolescentes en el Uruguay. Lo que hacemos es cruzar todos los datos que 
existen al respecto para poder llegar a una conclusión lo más seria posible en esta materia. Habida 
cuenta de los cálculos que hemos hecho, pensamos que se requiere de -con las correcciones que el 
caso amerita- alrededor de US$ 15:000.000. Pido disculpas a los señores Legisladores por referirme a 
una moneda extranjera pero, como es sabido, es el parámetro que se utiliza para el cálculo de las 
construcciones. Esta es la cifra en la que estamos pensando -más allá de que hay muchos ajustes que 
necesariamente después se deban realizar-, e incluiría la generación de nuevos inmuebles y aspectos 
vinculados a locomoción, etcétera. Ahora bien, no en todos los casos han sido incluidos algunos otros 
aspectos fundamentales como lo son la formación, capacitación y recapacitación de personal, que es 
donde el sistema general en el Uruguay -no solo en los adolescentes, y esto lo hemos compartido- 
tiene serios problemas. Me estoy refiriendo a la gestión de mandos medios y a una serie de puntos 
vinculados a las direcciones, en donde la capacidad real de liderazgo, capacitación, etcétera, es un 
elemento en el que necesariamente hay que continuar trabajando. 


Entonces, exceptuando alguno de estos aspectos que no son fácilmente prevenibles, aun no 
teniendo el diseño real final del proyecto, nuestras previsiones son que el dinero indispensable para 
poner en funcionamiento todo esto estaría en el entorno de US$ 15:000.000. 


SEÑOR LACALLE POU.- Valoro enormemente la exposición realizada por el señor Salsamendi y lo 
creo capaz de llevar adelante este proyecto. Hace seis años que el Frente Amplio está en el Gobierno y 
ahora estamos empezando este proceso del cual todos hemos hablando. No quiero que piensen que 
estoy pasando factura gratuita; por el contrario, deseo que esto se lleve a cabo. Pero como se insiste 
en que no es necesario contar con un texto legal, dado que partimos de una disposición presupuestal 
de asignación de recursos, me parece que no estaría de más, ni sería sobreabundante -es más, le 
daría firmeza, cierta estructura- pensar en un instituto con base legal para no quedar sujeto a los 
vaivenes políticos ni a futuras Administraciones, sean del color que sean. Cuando llegamos a un 
acuerdo, vemos que el tiempo pasó y lo que está por venir, claro que concuerdo con el señor 
Salsamendi en que no es necesario, pero me parece prudente que esté establecido por ley. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer una aclaración que sí consta en el texto pero que hoy no 
realicé y que, por tanto, resulta absolutamente imprescindible que lo haga. Esta es una propuesta 
abierta y en todo caso no necesariamente definitiva que permite que el planteo se pueda poner en 
funcionamiento inmediatamente y que de otra forma no sería posible hacerlo tan rápidamente. Este ha 
sido el elemento fundamental que nos motivó. 


También hemos señalado aspectos de modificaciones legales que podrían manejarse, 
incluso en la propia Ley Orgánica del INAU, a los efectos de poder reforzar las potestades de esta 
Comisión Delegada. 


En primer lugar, reitero que la propuesta es sustantivamente buena y, en segundo término, 
que tiene la virtud de permitir ejecutar el planteo en forma inmediata ya que bastaría con llegar a un 
acuerdo. Insisto en que podríamos hacerlo hoy; ya estamos generando el proceso de autonomía y, en 
cualquier caso, lo vamos a continuar, por supuesto que sujetos a lo que sean las resoluciones de 
quienes deben tomar las decisiones al respecto que, en este caso, son todos quienes integran este 
Poder del Estado. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy escuchando con mucha atención al señor Presidente del INAU y leyendo 
este documento que ojalá hubiéramos tenido antes para estudiarlo mejor. De cualquier modo, quisiera 
plantear algunas reflexiones y preguntas al respecto. 


El señor Presidente del INAU mencionaba la dificultad de la transición ante la eventual 
creación de un instituto de rehabilitación como servicio descentralizado -tal como se manejó en la 
Comisión y algunos Partidos políticos tienen como propuesta-, porque habría una etapa muy ardua y 
me gustaría saber algo al respecto. A su vez, hizo mención a la cantidad de funcionarios de este 
SEMEJI a crearse. Me gustaría saber cuántos serán y qué categorías funcionales tendrán. El señor 
Presidente mencionó que la mayoría del personal del INAU había ingresado entre el 2008 y el 
presente, por lo que tienen muy poca antigúedad. 


También quiero señalar que hemos debatido -creo que el debate se instaló en la sociedad 
uruguaya- respecto de este tema, sobre todo en cuanto al incumplimiento de lo dispuesto por el artículo 
89 del Código de la Niñez y la Adolescencia, porque en los lugares donde se determinen medidas socio 
educativas privativas de libertad se debe asegurar la permanencia en el recinto. Uno de los temas 
objeto de debate público frecuente tiene que ver con las reiteradas fugas que se producen en los 
establecimientos donde se aloja a los menores infractores para que cumplan las medidas privativas de 
libertad. 


En definitiva, con la experiencia que han acumulado en estos meses al frente del INAU, me 
gustaría saber el número de funcionarios y cómo se distribuiriían; supongo que habrá educadores, 
gente dedicada a la tarea de rehabilitación, etcétera, por lo que quisiera conocer un poco su perfil, y si 
les parece que con esa dotación podrán asegurar la rehabilitación -objetivo primordial, sin ninguna 
duda- y también la custodia. Lo pregunto porque estoy pensando en que hay que evitar la cantidad de 


fugas -no sé el número exacto, pero se ha hablado de una cifra muy importante-, que hacen que 
muchos menores ingresen y a las pocas horas, al otro día o a los dos días estén en la calle 
delinquiendo. Eso es algo que hasta lo recogen los números oficiales. 


Me gustaría saber si realmente creen que con ese personal que hoy se plantea integre la 
dotación de SEMEJI -que no solo está en la Colonia Berro sino, según parece, también en el interior y 
en los centros de internación transitoria- podrá cumplirse a cabalidad con el mandato del Código de la 
Niñez y la Adolescencia en cuanto a asegurar la permanencia en el recinto -como lo establece el 
artículo 89- y la rehabilitación de estos menores. Es decir, si hay condiciones de idoneidad, de aptitud y 
de honestidad -lo que también ha sido puesto en tela de juicio- en esos funcionarios que hoy cumplen 
tareas en esos lugares o será necesario ver un camino alternativo. Quisiera conocer la opinión oficial 
del Directorio del INAU. 


SEÑOR PEREIRA.- Ante todo, quiero agradecer la presencia del Directorio del INAU. 


El señor Presidente Salsamendi mencionó que estuvieron en contacto con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo por el tema de la infraestructura, lo cual me parece muy importante frente a 
la creación del nuevo instituto, no solo porque los adolescentes deben permanecer allí para poder 
llevar adelante los programas educativos pertinentes, sino porque las condiciones deben ser las 
mejores. En ese sentido, quería saber si en las conversaciones que han mantenido con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo han podido llegar a alguna conclusión en cuanto a los tiempos que 
demandaría la obra nueva que habría que hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes plantean dos opciones de integración de la comisión delegada, pero 
¿tienen preferencia por alguna? 


SEÑOR SALSAMEND!..- Sí, por la segunda. 


Nosotros trajimos los datos discriminados por cada uno de los servicios, mostrando las 
actividades que se desarrollan en cada uno de ellos y la cantidad de funcionarios que tienen. Dado que 
sería tediosa la lectura del documento, simplemente voy a decir que estamos hablando de un total de 
675 funcionarios. Está aquí presente el contador Aguirre para contestar cualquier pregunta referida a 
números, pero creo que por ahora no es necesario su aporte. 


En cuanto a la pregunta de si el personal es suficiente, necesario y capacitado, tal como se 
expresa en el documento, debemos decir que el que existe hoy no es el suficiente, el necesario ni el 
más capacitado. En ese sentido, hemos iniciado un proceso de capacitación que nunca existió en el 
Uruguay -en materia de adolescentes jamás se contó con una capacitación adecuada ni con lugares 
previstos especialmente para ellos-: los denominados cursos de inducción o de ingreso a la Institución. 
En realidad, con los únicos que pudimos hacer un trabajo de capacitación a fondo, incluyendo una 
capacitación en la escuela penitenciaria en aspectos vinculados a la seguridad interna y a la gestión de 
la privación de libertad -aspecto bien complejo-, es con los que ingresaron últimamente, y las 
evaluaciones que estamos haciendo demuestran que la situación ha mejorado. De todos modos, si 
bien desde agosto ha bajado notoriamente el número de fugas, todavía es intolerable. En realidad, 
teniendo en cuenta el momento de asunción de este Directorio, pensábamos llegar al 31 de diciembre 
con 80 nuevas plazas, pero por algunos aspectos burocráticos de retrasos, recién lo estaremos 
logrando a mediados de febrero. De todas maneras, esas 80 plazas no implican necesariamente 80 
nuevos lugares, porque vamos a estar moviendo algunos establecimientos y niños con estos criterios. 
En primer lugar, hay lugares que deben ser reparados porque son completamente denigrantes desde el 
punto de vista edilicio y no aseguran las condiciones de habitabilidad interna con un trabajo de carácter 
socioeducativo, ni las condiciones de seguridad externa necesarias en la materia. Por ende, fue lo 
primero que planteamos modificar y estamos trabajando en ello. 


Por otra parte, progresivamente vamos a ir eliminando algunos de estos lugares, sobre todo 
alguno en el que los problemas de fuga vienen siendo los más importantes. A su vez, como dije, más 
del 85% del personal tiene menos de dos años. Si los señores Legisladores me consultaran si hay 
elementos de corrupción, la respuesta sería sí. Debido a ello hemos venido haciendo una cantidad de 


sumarios desde 2005 hasta la fecha -en esta oportunidad no trajimos esos datos- y se ha realizado una 
limpieza brutal, con la que seguiremos adelante. A veces no podemos ir más rápido por razones 
elementales, es decir, por cuestiones vinculadas al derecho de las personas, a los procesos y al 
funcionamiento propio del Derecho Público, las investigaciones administrativas, etcétera. Es cierto que 
hay gente jorobada. Justamente, en estos días -y lo digo así, sinceramente- montamos un operativo 
para descubrir a una persona que ingresaba implementos que obraban como serruchos y armas. Esto 
implicó un operativo importante. 


Ahora bien, si se me pregunta si con ese personal se puede trabajar, debo responder que 
hemos comprobado que generando niveles reales de recalificación, etcétera, sí es posible. Sin 
embargo, ante la pregunta, ¿es necesario tomar personal nuevo que previamente tenga una 
calificación distinta?, la respuesta es absolutamente afirmativa. Por otra parte, hay que mejorar la 
calidad del personal, sobre todo en los aspectos vinculados a los elementos técnicos, que no son 
solamente aquellos que tradicionalmente se mencionan, como los profesionales vinculados a la 
sicología, al trabajo social o a la siquiatría. Consideramos -y lo hemos comprobado- que todos aquellos 
profesionales vinculados a la recreación, a los aspectos culturales y deportivos son imprescindibles 
también en la gestión de este tipo de cosas. Probablemente allí está el déficit más importante del 
funcionamiento del sistema y, por lo tanto, es donde prevemos también generar soluciones. De todos 
modos, la posibilidad de ingresar otro tipo de personal con otras características -que era una parte 
fundamental que nos importaba- ya está prevista en este proyecto de ley de Presupuesto. 


Quiero agregar que se construyó un sistema sobre la base de una estructura descentralizada, 
con centros relativamente pequeños, pero que además tienen la brutal complejidad de que se deben 
prever servicios para cada uno de ellos, lo que está generando problemas, y no solo financieros. Por 
ejemplo, la Colonia Berro -que es probablemente donde más fuerte se dé este tipo de cosas- 
estructuralmente, desde el punto de vista de la seguridad, es un desastre. Por eso nuestra idea es ir 
hacia un esquema en donde podamos concentrarnos en los servicios y dentro de un perimetral -por 
decirlo de alguna manera- seguro, realmente seguro, donde se puedan desarrollar todas las demás 
actividades, previendo sí sistemas internos de exclusas que hagan que en ningún caso igual se estén 
gestionando situaciones que abarquen a más de 30 ó 40 gurises. Planteo esto porque en el Uruguay, 
por lo menos hasta ahora, la gente se ha acostumbrado a trabajar en sistemas un poco más pequeños 
y no en grandes establecimientos. Además, las normas en la materia así lo indican y las reglas de las 
Naciones Unidas para los privados de libertad determinan, desde el punto de vista, del trabajo 
socioeducativo, y también de la seguridad, la necesidad de no aumentar más allá de ese número. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiere decir que se apunta a concentrar en un lugar con una superficie grande, 
tipología campus -como lo mencionó el Presidente del INAU-, con separaciones de acuerdo a la 
clasificación que hagan de los menores según la infracción que cometan. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lo que tenemos hoy para poder planificar es ese lugar. Si surgieran otros 
lugares, creo que habría que analizarlos, pero lo que hoy existe, por terreno, por superficie, etcétera, es 
la Colonia Berro. Existe un problema -en estos días estamos analizando su solución-, que es su 
conexión efectiva a las redes de saneamiento y agua potable. A lo largo de décadas se han venido 
emparchando soluciones -hay bombas, etcétera, que permiten obtener agua potable-, pero no es la 
situación que pretenderíamos, sobre todo en la perspectiva de una construcción que abarque más 
servicios. Obviamente, estamos pensando en algo que tenga pretensiones de perdurar, por lo menos 
un tiempo determinado, es decir, una solución que pueda funcionar, por ejemplo, los próximos diez 
años. Entonces, estamos buscando todas las formas que permitan soluciones duraderas y efectivas. 
En definitiva, nos parece que ya se ha emparchado demasiado en este asunto y que no se puede 
seguir funcionando de esta manera. Por lo tanto, estamos previendo todas las posibilidades para que la 
solución que se plantee efectivamente pueda perdurar en el tiempo. 


SEÑOR CARDOSO.- El doctor Salsamendi hizo referencia a que tenía, si mal no recuerdo, 675 
funcionarios disponibles. Solamente pude leer por arriba el documento que se nos entregó, de manera 
que no sé si está especificado lo que voy a preguntar, pero quisiera saber si hay una estimación de 
cuántos funcionarios más se necesitarían, ya que el señor Presidente del INAU, en su anterior 
exposición, reconoció que el número actual no es suficiente. A su vez, me gustaría saber si se está 
evaluando la posibilidad -que será parte de la discusión de esta Comisión que, en definitiva, estamos 


dispuestos a dar- de tipificar la figura de la tentativa, lo cual significaría, en términos reales, un aumento 
de aproximadamente el 50% en cuanto a la cantidad de delitos cometidos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto al último punto que plantea el señor Legislador Cardoso, tengo 
que decir una obviedad: lógicamente, nosotros debemos tener en cuenta y cumplir cualquier 
modificación legal que se realice; no nos cabe ninguna otra opción. En cuanto a cuál es el número real 
con el que el sistema puede manejarse en los próximos tiempos, es parte de lo que señalábamos. 
Además, la ventaja de utilizar una tipología como esta es que dentro de ese perimetral se puede prever 
la existencia efectiva de espacio que permita, eventualmente, ante un número mayor del que 
anteriormente se haya previsto, por la razón que fuere, expandir las construcciones existentes. Hoy el 
problema es que el sistema está completo y, ante cualquier obra que se vaya a realizar, se debe tener 
en cuenta que hay gurises adentro que no se pueden sacar para otro lado. Les pido disculpas porque 
la explicación no es la más correcta desde el punto de vista técnico, pero lo planteo a los efectos de 
que se entienda. 


En cuanto a los números, puedo decir que, en general, existen estándares internacionales, 
tanto en lo que tiene que ver con aspectos socioeducativos como en los términos vinculados a la 
seguridad; algunos son más estrictos y otros más lábiles y se distribuyen en determinados rangos. Esto 
depende enormemente, además, del proyecto y del lugar donde este se desarrolle. 


Aprovecho la interrogante planteada por el señor Legislador Cardoso para terminar de 
responder una inquietud del señor Legislador Moreira. Concretamente, él preguntaba si todo iba a estar 
ahí adentro; creo que lo planteaba en esos términos. Bueno, eso depende porque, por ejemplo, la 
implementación de un efectivo sistema de medidas curativas podría implicar la instalación de un 
“hospitalillo”, digamos, en ese lugar, que pudiera atender determinado tipo de casos. 


También hay que prever -lo que hoy no estamos pudiendo hacer- que, en general, en los 
casos de adicciones graves existe un plazo de aproximadamente cinco días en los que hay que 
apostar a una fuerte desintoxicación, lo que implica un menor contacto con otras personas. 


Por lo tanto, esta es una decisión técnica a adoptar en cuanto a si están dentro -por decirlo de 
algún modo- e integran ese todo o si, aun estando dentro de un sistema, físicamente se ubican en otro 
lugar que, inclusive, puede ser al lado, pero dentro del mismo perímetro a considerar. Lo mismo sucede 
con respecto a si el ingreso, el diagnóstico o la derivación deben ser procesos internos o si debe 
tratarse de un programa que funcione, en ese caso, “fuera de”. 


Con respecto a la cantidad de gente, quiero hacer notar que si se cuenta, por ejemplo, con un 
centro muy cerrado y con un régimen de vida interno un poco más restrictivo de los espacios comunes, 
probablemente se requiera -si hablamos de personal entrenado- un poco menos de gente que en un 
ámbito más abierto en donde la necesidad de personal va a ser mayor. Lo que manifestaba 
anteriormente es que, de acuerdo a los estándares internacionales que se manejan, es posible que la 
cantidad de funcionarios que tenemos hoy sea la adecuada, pero puedo decir que, objetivamente 
hablando, nos falta gente en algunos aspectos, fundamentalmente en el marco del personal técnico y, 
por ende, necesariamente habrá que apostar al ingreso de otras personas. Esto no implica seguir 
llenando el sistema porque insisto en que estamos llevando a cabo un proceso de recalificación para, a 
su vez, determinar con claridad quiénes ya no sirven para trabajar en algunos lugares. 


En estos días inclusive realizamos unos movimientos grandes en esa materia y por eso 
planteamos estas propuestas. Es difícil ser absolutamente específico en este momento y decir el 
número exacto de personas que se necesitará. Realmente, no estamos en condiciones de adelantar 
datos de una manera seria en estos aspectos. 


Si tuviera lugar una modificación en la legislación que generara una eventual posibilidad de 
incremento de la población atendida, obviamente lo que se prevé, desde el punto de vista constructivo, 
del personal, etcétera, es necesariamente la adecuación a ese mayor número. 


SEÑOR VIERA.-Señor Presidente: sin duda, creo que la presentación del Directorio del INAU ha sido 
muy buena y enriquecedora. Obviamente, no por pensado, discutido y manido, este deja de ser un 
tema vasto y complejo y, por lo tanto, también lo son sus soluciones. Todos sabemos que el INAU tiene 
cometidos sobre la niñez y la adolescencia que no son solamente los referidos a los menores 
infractores, sino toda la otra parte, que corresponde a menores en otra situación. 


Las dos propuestas existentes refieren a delegar funciones y tareas -aunque en distinta 
medida- a una nueva institucionalidad que estría ligada al INAU. En el caso de que se delegara a una 
de estas dos figuras que están propuestas o, eventualmente, como se ha anunciado por parte de 
algunos partidos, a una institucionalidad fuera del INAU, quiero saber con qué personal, dotación, 
edificios y materiales se quedaría el INAU y cuáles delegaría para cumplir con esa función. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero señalar que nosotros atendemos a 50.000 niños y niñas de O a 3 años 
que, en realidad, son el grueso de la población que atiende el Instituto. A este respecto, sería 
conveniente que el Director Ferrando hiciera uso de la palabra. 


SEÑOR FERRANDO.- Quiero dar un marco general a la presentación anterior porque, quizás, no todos 
conocen la dimensión total de lo que es el sistema que atiende a adolescentes en conflicto con la ley. 


Actualmente el sistema comprende quince centros, ocho de los cuales están en la Colonia 
Berro y siete en Montevideo. De estos siete, uno actúa como centro transitorio, es decir, donde llegan 
los niños que después serán derivados, y otro es un centro de semilibertad, que es un hogar que tiene 
un régimen que permite que los adolescentes puedan estar hasta ocho horas realizando distintas 
actividades, de estudio o trabajo, e incluso viviendo allí. Además, contamos con los equipos que 
trabajan en las medidas no privativas de libertad. 


En este momento, en esos quince centros a los que hice referencia hay aproximadamente 380 
adolescentes con medidas no privativas de libertad y unos 330 con medidas privativas. Para los 
primeros, hay un programa específico que si bien tiene su base en Montevideo, a lo largo de estos 
años hemos formado equipos más o menos estables en todo el país. Esto ha servido para que muchos 
Jueces del interior -antes, aquellos delitos considerados relativamente menores, en la dimensión de de 
cada localidad podían aparecer como graves- trabajaran con medidas socioeducativas, mientras que 
antes posiblemente definían una privación de libertad. 


En este momento hay un total de 675 funcionarias y funcionarios trabajando en el sistema, de 
los cuales 472 son educadores o instructores. Quiere decir que hay aproximadamente otros 200 que 
cumplen las siguientes funciones: veintinueve directores; catorce médicos; cuatro psiquiatras, dieciséis 
asistentes sociales y psicólogos, veinticuatro enfermeros, siete odontólogos, diecinueve maestras, 
quince profesores de Educación Secundaria, cuarenta y nueve personas que cumplen funciones de 
cocina, limpieza, auxiliares de mantenimiento y treinta talleristas. 


Además, el INAU tiene convenios con organizaciones no gubernamentales, algunas de las 
cuales trabajan en la Colonia Berro, fundamentalmente en música, talleres de expresión artística, 
murga, teatro y talleres de literatura. Todas estas actividades son relevantes ya que a veces, por tanto 
hablar de los problemas, no se visualiza todo lo que hay, o se dice que en el INAU no hay técnicos, 
pero como podemos ver, hay técnicos trabajando en todos los centros. 


Por su parte, las maestras llevan a cabo una tarea muy importante de acreditación educativa. 
Hay entre 60 y 80 adolescentes que pasan de año, no yendo a una escuela, sino trabajando con una 
maestra en los centros de privación de libertad o en los programas de medidas socioeducativas. 


Los docentes de Secundaria actúan en el marco de un proyecto que tiene el INAU con 
Secundaria hace 20 años, que es el de áreas pedagógicas, mediante el cual los adolescentes que no 
pueden asistir y no sostienen habitualmente la concurrencia al liceo o la UTU, van cursando por 
materias, lo que les permite aprobar hasta tercer año de ciclo básico bajo este sistema de áreas 
pedagógicas y, eventualmente, insertarse en el liceo o en la UTU, si eso fuera necesario. 


Asu vez, hay profesores de educación física y, desde 2008 funciona un equipo de Knock out a 
las Drogas en la Colonia Berro. También, en acuerdo con la justicia, hacen paseos con la Armada, 
recorriendo la bahía de Montevideo y yendo a distintos lugares; además, van a campamentos en el 
cerro Arequita y en las Termas. Todo esto dentro del marco de un proceso que requiere, a lo largo de la 
privación de libertad, pasar desde condiciones más extremas a otras más abiertas en las que los 
adolescentes puedan tener actividades de integración social. Asimismo, hay talleres de mimbrería, de 
cocina, de orfebrería, de peluquería y de repostería; también hay un tambo y varios centros que tienen 
quinta y cría de animales. 


Esta es la tarea que llevan adelante alrededor de 675 personas en los quince centros, más las 
organizaciones no gubernamentales que también trabajan con menores en condiciones de libertad 
vigilada, libertad asistida y sometidos a medidas socioeducativas. 


Entonces, en la actualidad el INAU atiende a alrededor de 70.000 niñas, niños y adolescentes 
y más de 1.000 mayores de 18 años -sobre todo con discapacidad-, y como son cerca de 700 los 
adolescentes que están en el sistema de privación de libertad, pasaría a atender aproximadamente a 
69.300. Además, en lugar de 4.500 funcionarios, tendríamos unos 3.800 -redondeando en una 
cifra de 700 menos- para trabajar en cerca de 30 líneas programáticas que el INAU lleva adelante. De 
estas, sin duda la más importante es la de Primera Infancia -en relación con los CAIF y centros 
diurnos-, a través de la cual se atienden casi 45.000 niños; le siguen en importancia los clubes de niños 
a contra horario escolar, donde se atienden cerca de 10.000, luego los centros juveniles, que atienden 
a alrededor de 7.000, los hogares, los programas para discapacitados, los espectáculos públicos, el 
área de trabajo infantil y adolescente, la atención al maltrato, abuso y explotación sexual y muchos 
otros programas que los señores Legisladores pueden consultar en la memoria anual del INAU. 


SEÑOR MOREIRA..- En cuanto al régimen de libertad vigilada, quisiera saber si se cumple con la tarea 
de acompañamiento permanente por parte de un educador y, además, en el caso de la libertad 
asistida, si se lleva a cabo la vigilancia correspondiente. Me pregunto si estas tareas están asignadas a 
los 675 funcionarios que se mencionaba hoy. 


Por último, me gustaría que nos dejaran el material y las cifras que nos han mencionado, 
porque me parece que son datos importantes para considerar. 


SEÑOR VIERA.- Es verdad que los datos son muy importantes. Si uno mira las cifras frías, el INAU 
atiende a 70.000 menores, más 1.000 mayores de 18 años discapacitados. Si a ese número le 
restamos los 700 menores que tienen medidas privativas de libertad, nos quedarían 69.300 menores, 
muchos de cuales están a cargo de ONG. Y, por decirlo de alguna manera, el trabajo que dan estos 
menores no es el mismo que dan los otros. 


A juicio de la Dirección del INAU -que es la responsable por ley de la situación de los menores 
infractores-, ¿cuál es el principal escollo que tiene actualmente para resolver directamente acerca de 
las propuestas que nos traen a nuestra consideración? ¿Se trata de un tema de gestión que, por lo que 
se estaría proponiendo hoy, se estaría delegando? ¿Acaso se trata de una cuestión de recursos 
humanos, materiales, edilicios, etcétera? 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con respecto a esta última pregunta puedo decir que se trata de un poco de 
todo lo que señaló el señor Legislador. 


Primero quiero decir que estamos en un proceso de generar mayor autonomía -y esta idea no 
refería solo a este subsistema dentro del INAU- para que la distancia entre la necesidad y el decisor 
sea más corta. En segundo lugar, aspiramos a contar con personas dedicadas exclusiva y 
profesionalmente a este tema. Como aquí se señaló, el Directorio se dedica a una enormidad de cosas. 
En las minutas de los días miércoles, que es como se llama a las sesiones del Directorio, 
habitualmente abarcamos más de 130 asuntos y por lo tanto resulta necesario e imprescindible ir hacia 
un formato que permita que haya gente que, desde el punto de vista técnico y de las políticas de 
gestión, pueda dedicarse exclusivamente a ese tema. Esto es parte fundamental de la propuesta que 
estamos realizando. 


Además, como una cuestión fundamental quiero decir que la propuesta también pretende dar 
respuesta al mandato que tenemos de los cuatro partidos políticos. Obviamente, este fue uno de los 
primeros elementos que tuvimos en cuenta al asumir el cargo. Independientemente de nuestra 
pertenencia partidaria -y que, por lo que sé, no ha cambiado- nosotros, en primer lugar, estamos 
inhibidos de hacer política partidaria y, en segundo término, fuimos electos por unanimidad en el 
Senado. Por lo tanto, nos debemos -mas allá de que cada uno tiene su propia forma de ver el mundo y 
de pensar estos temas- a una cuestión más amplia que aquella de la que provenimos y ese fue un 
insumo que tuvimos en cuenta al momento de elaborar la propuesta. 


En cuanto a la pregunta de por qué -no solo nosotros, sino en la historia del Uruguay- no se 
pudo resolver este tema, creo que inciden muchos de los aspectos que plantea el señor Legislador. 


En primer lugar me parece que siempre fue considerado un tema menor, y eso se veía 
claramente reflejado en los aspectos presupuestales y hasta en el propio manejo del personal, entre 
otros. 


Insisto que la necesidad de hacer modificaciones en materia edilicia, y en los aspectos 
vinculados a la gestión en sí misma, implica, entre otras cosas, los recursos humanos. Cuando se trató 
la Ley de Emergencia del Sistema Carcelario, expresamente este tema no ingresó y, sinceramente, yo 
era uno de los que decía que necesariamente debería haber ingresado. 


Intentando responder concretamente a su pregunta, hicimos este planteo para generar mayor 
profesionalismo en la tarea, para que más personas pudieran dedicarse exclusivamente a este tema y, 
a su vez, para darle al tema la trascendencia efectiva que tiene y que creo que hay que ubicar en su 
justa medida. Esencialmente esas fueron las razones y los insumos que se tuvieron en cuenta para 
realizar esta propuesta. 


No todo el personal está dedicado a estos temas, y es lo que aclarábamos al inicio de la 
exposición. Desde el punto de vista orgánico, de la estructura interna, hay quienes no están vinculados 
al sistema y trabajan en esto -por ejemplo, el personal que trabaja en los centros de ingreso transitorio 
en todo el interior de nuestro país- y quienes desarrollan medidas socioeducativas no privativas de 
libertad, que son las llamadas medidas alternativas. Estos trabajadores no han sido contados como 
parte del personal, y si bien ese número no cambia excesivamente el total, habría que considerarlo 
pensando en la formulación global del sistema. Si las medidas funcionan, tendremos un nivel de 
reincidencia realmente bajo. Si bien tenemos discusiones en casi todos los temas, en esto todos 
estamos de acuerdo, incluso el Poder Judicial. Ahora bien, si me preguntan si se podría mejorar la 
atención de aquellos casos en los que los Jueces tienen duda o desconfianza de la real capacidad que 
tiene el sistema para hacerse cargo, respondo que sí. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera saber si está cuantificada la reincidencia de los menores que tienen 
medidas privativas de libertad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Aún no, por dos razones fundamentales. Como señalé, se hace el mayor 
esfuerzo por el tema de la baja y el control directo de la fuga. Ese elemento determina otros; por eso 
estamos intentando ajustar los números. El problema es que la cantidad de delitos cometidos no 
necesariamente coincide con la cantidad de personas. Pero hay otro elemento que escapa a nuestras 
posibilidades: cuando alguien egresa del sistema por la edad, no tenemos forma de saber si comete un 
nuevo delito. A esos efectos, necesitamos hacer una serie de ajustes técnicos y para ello hemos 
planteado al Ministerio del Interior y al Poder Judicial un trabajo conjunto mediante el cual, protegiendo 
los datos -porque la ley nos obliga a ello-, podamos hacer un cruzamiento de las bases de datos para 
obtener números reales y confiables. Hoy simplemente les puedo adelantar que la cantidad es 
inaceptablemente alta y que ni bien dispongamos de la información nos comprometemos a brindarla a 
los señores Senadores. 


SEÑOR BAYARDI.- En realidad, hemos estado conversando sobre este tema en la bancada de 
Gobierno con las autoridades del INAU y del Ministerio del Interior. A mi entender, estamos ante la 


principal medida a tomar en relación con los menores infractores, o sea, la instrumentación del 
Sistema de Ejecución de Medidas a Jóvenes en Infracción con la ley penal. 


No voy a hacer preguntas, sino simplemente a señalar que es necesario realizar rápidamente 
las consultas interpartidarias para adoptar medidas en forma definitiva. En realidad, en la bancada de 
Representantes hemos establecido un fuerte compromiso y hemos exigido al Poder Ejecutivo que 
vuelque los recursos que se requieren para esta prioridad. Es más, si es necesario elaborar una ley 
aparte, la haremos, en el marco de lo que establece el artículo 86 de la Constitución de la República y 
de las facultades que tenemos para legislar en la materia. 


Iba a hacer algunas consideraciones de nuestros 180 años de vida independiente, pero en 
virtud de que no están presentes todos los señores Legisladores, la voy a obviar. 


Simplemente, quiero resaltar que en esto se juega la solución a la problemática de los 
jóvenes en infracción. Por eso debemos tener la capacidad de que mediante la aplicación de la ley 
correspondiente se mantengan dentro de un sistema de reclusión con un programa que apunte a la 
rehabilitación; por cierto, el país ha carecido casi en forma bicentenaria de un sistema de este tipo, 
aunque por supuesto debemos reconocer que a lo largo de la historia -no en los últimos seis años-, ha 
habido personalidades que han dedicado gran parte de su vida y de su capacidad técnica al abordaje 
de esta problemática. 


He planteado mis dudas, pero las voy a reiterar, porque considero que debemos discutirlas 
en la Comisión y, eventualmente, trasmitirlas a quien corresponda. 


En mi opinión, el INAU carga con la noble tarea de atender a 69.000 jóvenes, es decir que 
tiene bajo su responsabilidad -no directa pero sí bajo su custodia general- el futuro de 69.000 niñas, 
niños y adolescentes, además de aproximadamente 1.000 jóvenes mayores de 18 años. Sin embargo, 
muchas veces carga con el estigma que implica el problema de la evasión de aquellos en infracción 
con la ley y que reinciden. 


Obviamente, voy a atenerme a lo que establezca el Directorio del INAU, que tiene una mayor 
capacidad técnica para abordar el tema, pero en lo personal preferiría que Sistema de Ejecución de 
Medidas a Jóvenes en Infracción estuviera separado de este Instituto. 


Respecto a los funcionarios, no se puede ir al extremo de algunas sociedades en que la 
realidad muestra que la pena de muerte lleva a matar con una bala, que luego se termina por colgar a 
la familia -porque esto parecería un tanto violador de los derechos humanos-, pero sí dar vuelta la 
media definitivamente en relación con aquellos que están encargados de la custodia. No es el mismo 
caso de una cantidad de técnicos que hacen un sacrificio desde el punto de vista de la didáctica, y 
sistemáticamente tratan de generar un nuevo proyecto para esos jóvenes. 


Espero que los plazos que estableció el Directorio del INAU -que fueran transmitidos por su 
Presidente- de fines de febrero, en alguna instancia, y de fines de marzo o eventualmente mediados 
de abril, en otra, podamos concretarlos, porque creo que gran parte de la discusión que ha tomado 
estado público subsume el problema de fondo, que es el que no hemos podido asumir a lo largo de la 
historia, o sea, cómo generamos a través de la permanencia en la reclusión o de las medidas 
alternativas, nuevos proyectos de vida para aquellos que en su etapa de niñez o juventud infringen la 
ley. Repito que espero que concretemos, lo antes posible, la alternativa definitiva, y podamos empezar 
a caminar. Creo que ese es el tema central que tiene entre manos esta Comisión. 


Muchas gracias, Señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consultas a realizar al Directorio del INAU, solo resta agradecer 
a su Presidente, el doctor Salsamendi, así como a los Directores Ferrando y Rodríguez por su 
presencia y su disposición para concurrir a esta Comisión, con quienes seguramente estaremos en 
contacto permanente a partir de la propuesta que nos han hecho. 


(Se retira de Sala el señor Presidente y Directores del INAU.) 


Con respecto a este punto, sobre el cual acabamos de recibir el informe de la delegación del 
INAU y una propuesta concreta, a nadie le debe haber pasado inadvertido que una de las variantes 
planteadas apunta a crear una Comisión con tres integrantes -aunque ellos están abiertos a modificar 
el número- y que tendría un carácter político-técnico. En ese sentido, creo que el espíritu del Poder 
Ejecutivo es que esa Comisión se integre por personas cualificadas, que representen, a su vez, el 
consenso partidario que existe con relación a este tema. 


Por lo tanto, los partidos aquí representados deberíamos hacer las consultas políticas del 
caso sobre esta propuesta. Todos sabemos que hay proyectos de ley que plantean la separación del 
Sistema de Ejecución de Medidas a Jóvenes en Infracción y el INAU, pero se ha hecho una 
fundamentación bastante clara de los problemas que originaría esa transición. Queda claro que, en 
todo caso, es el Directorio del INAU el que tiene la voluntad de delegar el poder de conducir y de que 
se genere una Comisión técnica, calificada y representativa del sistema político. La idea es comenzar 
con este régimen ya desde febrero o marzo y al mismo tiempo empezar a construir la solución edilicia y 
espacial definitiva, así como disponer los recursos humanos necesarios, con un horizonte de dos años. 
Esas son las consultas que habría que realizar sobre este tema, porque en caso de que llegáramos a 
un acuerdo sobre este punto y a una solución más concreta, podríamos quitar de la agenda una serie 
de proyectos de ley que en su momento formaron parte las posibilidades que se estudiaron. 
Inicialmente todos pensábamos que quizás lo mejor era resolver este tema del INAU. Si pudiéramos 
realizar esas consultas, arribar a una conclusión respecto de este tema y dar la aprobación política 
para que el INAU implemente su propuesta, sería muy bueno. Después habría que analizar la 
posibilidad de elaborar alguna redacción específica, como indicaba el señor Legislador Lacalle Pou, 
para favorecer el consenso, materializar la solución aún más y dar una señal política. Quizás esto 
podría ser parte del trabajo o de la sugerencia de esta Comisión. 


SEÑOR VIERA.- Obviamente nos vamos muy satisfechos de esta Comisión, en la que se presentaron 
dos propuestas que podrán ser discutibles y mejorables -como lo ha dicho el propio Presidente del 
INAU-, pero que son serias. Debemos hacer las consultas políticas pertinentes para poder verter luego 
nuestro punto de vista, pero en mi opinión debería presentarse una propuesta de proyecto de ley 
porque creo que todos aspiramos a que así sea, lo mejor sería que lo que surgiera de este gran 
acuerdo político tuviera fuerza de ley. 


Por otro lado, es un tanto obvio lo que voy a decir, pero quiero que quede constancia de ello. 
Cualquier sistema nuevo o modificado que resolvamos e implantemos estará condenado al más 
absoluto fracaso si no se destinan los recursos necesarios para hacer las inversiones imprescindibles y 
urgentes, fundamentalmente en materia de lugares físicos donde se puedan instalar a los menores 
infractores privados de su libertad para buscar su rehabilitación y su contención. Esto es fundamental. 
Por suerte no estamos tan lejanos de la instancia de la Rendición de Cuentas; supongo que en mayo 
deberían concretarse esta soluciones y, como resultado del trabajo de esta Comisión, destinarse los 
recursos necesarios para la construcción urgente de esos lugares porque, de lo contrario, vamos a 
volver a fracasar y eso sería lo peor que nos podría pasar. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir algo en similar tono a lo expresado por el señor Legislador Viera. 


Esta ha sido una reunión muy positiva y la verdad es que me he sentido gratamente 
impresionado por lo que he escuchado. Me parece que este Directorio del INAU le está dando un giro 
muy positivo a esta delicada y candente cuestión de la minoridad infractora, además de todos los otros 
grandes temas que tiene bajo su órbita. No conocía la propuesta que hoy se nos ha acercado; la 
vamos a estudiar y a efectuar las consultas que creamos convenientes. 


En lo personal, puedo decir que la duda que tenemos es sobre el funcionariado que 
actualmente revista allí. Nos han explicado que ese aspecto se está mejorando, que se está 
capacitando a la gente y que habrá nuevos ingresos de personal. Por eso considero que es necesario 
un instrumento legal y, además, como señal política así debe ser. Tal como lo comentábamos con el 
señor Legislador Posada, entiendo que esta transición debe arrojar como resultado que el Sistema de 
Ejecución de Medidas a Jóvenes en Infracción luego tenga un grado de descentralización mayor y que, 


en definitiva, no sea un órgano desconcentrado funcionando dentro del INAU, sino que, habida cuenta 
de las enormes responsabilidades que tiene con los 69.000 jóvenes a los que brinda todo tipo de 
asistencia, tendría que ser un servicio descentralizado. 


Comprendo las dificultades prácticas en este sentido; por ello pienso que se podría recoger en 
el mismo proyecto la posibilidad de que, luego de un período que fije la ley -dos o tres años, este 
aspecto se vería más adelante-, esto culmine en un servicio realmente descentralizado y con un grado 
de autonomía mayor. 


Por supuesto que estos aspectos hay que consultarlos; simplemente señalo lo que he estado 
pensando mientras escuchaba lo expresado en la Comisión. 


SEÑOR POSADA.- Por razones obvias nosotros conocíamos desde hace ya varias semanas esta 
propuesta y quiero decir que la compartimos plenamente. En primer lugar, nos pareció que se trata de 
una propuesta inteligente del Directorio del INAU, por cuanto se anticipa al problema y no deja que se 
plantee una demanda desde el sistema político para dar su respuesta; por el contrario, la idea es 
trabajar y generar una iniciativa que considero que servirá de base para la solución que podamos 
acordar entre todos los partidos políticos. 


Por cierto, compartimos la idea de que se debe elaborar un proyecto de ley, no solo a los 
efectos de dar un mayor respaldo a la propuesta que plantea el INAU, sino también para brindar esas 
señales políticas que debemos generar con respecto a un tema como el de la seguridad pública, que 
es muy grave y muy sensible para la ciudadanía. Es bueno que se genere una señal en este sentido 
que cuente con el respaldo de todos los partidos políticos. Por supuesto que vamos a aguardar la 
respuesta de los demás partidos, pero nuestra posición es apoyar esta salida y compartir la idea de 
que hay que fijar un plazo en la propia ley en cuanto a la creación de un instituto descentralizado de 
rehabilitación juvenil. Este tránsito nos parece fundamental porque no se trata de pasar un problema de 
un instituto a otro, sino de resolverlo y, después, crear un instituto que encuentre una base de trabajo 
que sea fundamental a los efectos del éxito futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con estas conclusiones damos por culminado el primer punto del orden del 
día. 


Quiero que los señores Legisladores conozcan la propuesta de trabajo que se realizó en 
base a sugerencias realizadas en la sesión anterior y a un planteo que el Frente Amplio estaba 
considerando. Restan cinco sesiones por celebrar de ahora hasta el 27 de diciembre, que es la última 
reunión. Concretamente, la propuesta es que el lunes 13, a la hora 15:00, asista solamente el Ministro 
del Interior; el jueves 16, a las 11 horas, estaríamos recibiendo a dos instituciones: la Suprema Corte 
de Justicia y UNICEF; y el lunes 20, nos visitaría el Comité de Derechos del Niño y el Instituto de 
Sociología del Derecho de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Las sesiones del 23 y del 27 
las vamos a destinar a trabajar con todo el material acumulado -pues supongo que a esa altura los 
partidos ya habrán hecho las consultas pertinentes sobre el tema que discutimos del centro de 
rehabilitación, de modo de llegar a un punto de acuerdo- y con otros puntos que eventualmente se 
plantearán. Insisto en que en estas dos últimas sesiones vamos a arribar a conclusiones que haremos 
conocer a través de un informe a la Asamblea General. 


Esta es la propuesta que intentamos plasmar, sabiendo que no partimos de cero, pues hay un 
acuerdo multipartidario. Entiendo que hay algunas instituciones que deben ser consultadas porque de 
ese modo estaríamos evitando trabajo -si es que todo esto deriva en iniciativas legislativas- a otras 
Comisiones. Para tomar decisiones políticas necesitamos elementos y como mínimo es necesario 
consultar a estas instituciones, aunque reconozco que habría muchas más, por ejemplo, la Cátedra 
de Derecho Penal de la Universidad de la República y de la Universidad Católica del Uruguay. De 
todos modos, no es demasiado viable recibir a tantas instituciones, pues no contamos con el tiempo 
suficiente. De cualquier manera, me parece que con esto recorremos todo el espinel -como se dice- de 
la ley, los organismos internacionales, el mundo de la sociedad civil y el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero señalar que la visita del INAU en el día de hoy me pareció muy importante, 
pues es el organismo que gestiona este tema, es el quid, el nudo gordiano en esta materia. De la 
misma manera, creo que es imprescindible la concurrencia del Ministro del Interior y de la Suprema 
Corte de Justicia y también de UNICEF. Ahora bien, quienes estamos aquí ya tenemos una posición 
tomada sobre estos temas, que podremos moldear o no, pero no sé si es conveniente ser tan 
consultivo al respecto. Por supuesto que las opiniones de la Suprema Corte de Justicia, del Ministro del 
Interior y del INAU son imprescindibles; no me estoy refiriendo a esos casos. 


En definitiva, nosotros tenemos un proyecto de ley para proponer y ustedes tendrán 
definiciones en este sentido, sobre lo que seguramente podremos negociar. Sinceramente, no sé si es 
necesario contar con mucho más asesoramiento ya que todos hemos leído trabajos sobre este tema. 
En realidad, lo que debemos hacer es conversar sobre en qué nos vamos a poner de acuerdo. La 
sesión del día de hoy me pareció positiva, ya que estamos avanzando, pero en cuanto a otros temas 
debemos debatir entre nosotros. Todos los que estamos sentados aquí algo sabemos sobre este tema; 
a mí me gusta escuchar opiniones -incluso, me he enterado de que UNICEF y el Ministro del Interior 
han tenido algún cruce- pero, en lo personal, soy partidario de recibir a UNICEF y a nadie más. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera hacer una sugerencia en cuanto a conseguir una Sala más adecuada al 
funcionamiento de esta Comisión, ya que para recibir delegaciones esta no es la mejor. Me pregunto 
por qué no utilizamos, por ejemplo, la Sala 17 del Edificio Anexo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece pertinente el planteo ya que en el transcurso de esta reunión 
también me pareció que esta Sala no ofrece las condiciones adecuadas para recibir delegaciones. Por 
tanto, pedimos a la Secretaría de la Comisión si puede tramitar un cambio en este sentido. 


SEÑOR ORRICO.- Con los debidos respetos para los señores Senadores, quiero decir que cada vez 
que yo he actuado en una Comisión bicameral, no sé por qué venimos al Senado, ya que aquí es 
mucho más incómodo que en la Cámara de Representantes. El mal llamado Edificio de las Comisiones 
tiene Salas previstas para celebrar reuniones con un adecuado funcionamiento. En primer lugar, la 
Sala 17, llamada doctor Daniel Díaz Maynard, tiene forma de herradura, de modo que todas las 
personas se ven la cara y es muy fácil sesionar y recibir gente. Allí se reunía, por ejemplo, la Comisión 
Interpartidaria de Seguridad Pública y funcionaba perfectamente. Ni siquiera creo que sea necesario 
utilizar la Sala 15, que es enorme y quizás nos perdamos en ella. 


Por otro lado, agradezco al Legislador Moreira que me tenga mucha confianza y me haya 
dicho que si hubiera que elaborar un proyecto de ley, yo me encargue de la redacción. Ahora bien, 
creo haber entendido que lo que debe hacer esta Comisión es recomendar. Entonces, me parece que 
no debemos aspirar a tanto, si es que decidimos recomendar una ley. En todo caso, pienso que lo que 
podríamos hacer es establecer cuál debería ser el marco en el que esa ley debe inscribirse. 


Finalmente, debo decir que en lo personal deseo escuchar a los representantes de la 
Cátedra de Sociología Jurídica de la Facultad, pues me parece que su opinión es clave. Antes de 
recibir al INAU, por ejemplo, se podría haber razonado que ya conocemos la situación; sin embargo, 
honestamente quiero decir que me pareció muy bueno el informe del Instituto; nos dejó la sensación de 
que sus autoridades realmente saben de qué están hablando. Incluso, tuvieron la honestidad 
intelectual y política de decir que sobre determinado punto no podían contestar en el momento y que lo 
debían averiguar. Entonces, insisto en recibir a los representantes de la Cátedra de Sociología 
Jurídica, ya que reconozco que cada vez que hablé con ellos salí con la cabeza muy abierta a 
dificultades, que no tenía desde mi visión de abogado. Me parece que se ganaría mucho escuchando 
su opinión. Por otro lado, naturalmente que la Suprema Corte de Justicia debe venir, hasta por una 
razón de relacionamiento institucional. En realidad, yo sé lo que opina, no la Suprema Corte, pero sí 
cada uno de los cinco integrantes, porque creo que como corporación no tienen posición. Como decía, 
pienso que institucionalmente es imprescindible escucharlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos estamos imbuidos del mismo espíritu y de la necesidad de 
contar con un espacio para conversar sobre las cuestiones en las que estamos o no de acuerdo. 
Insisto en que si tenemos la capacidad de aprovechar las primeras tres sesiones, podríamos convocar 
al señor Ministro del Interior, a la Suprema Corte de Justicia, a la UNICEF -que es la parte 


correspondiente a organismos internacionales- y a una sociedad civil. Como esta Comisión va a emitir 
señales políticas, pienso que no estaría de más que, aunque sea en el breve lapso que tenemos, un 
representante de la sociedad civil pueda dar su punto de vista, y con eso nos daríamos por satisfechos. 
En ese sentido, no llamamos a una ONG en particular, sino al Comité de los Derechos del Niño que 
agrupa a una serie de ONG que trabajan en el tema. Propongo que también ese día sea convocada -y 
con un tiempo acotado- la Cátedra de Sociología Jurídica de la Facultad de Derecho, para que de ese 
modo puedan quedar libres dos sesiones. Pregunto a los señores Legisladores si podemos llegar a un 
acuerdo en este régimen de sesiones. 


SEÑOR MOREIRA.- Por supuesto que no me niego a escuchar a nadie y que todas las opiniones me 
parecen importantes. Mi reflexión es simplemente por un tema de economía procesal, puesto que el 
tiempo es acotado. 


De cualquier manera, vamos a conversar fuera de este ámbito para ver si avanzamos en el 
tratamiento de este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces trasmitimos la comunicación y con esto damos por agotada la 
agenda del día de hoy. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 26 minutos.) 


Material aportado por el INAU 
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